Análisis de competencias de la gobernación de Cundinamarca, frente al transporte por carretera del material extraído de una mina de hierro. by Linares Bejarano, Marisol
ANÁLISIS DE COMPETENCIAS DE LA GOBERNACIÓN DE CUNDINAMARCA, 
FRENTE AL TRANSPORTE POR CARRETERA DEL MATERIAL EXTRAIDO DE 




















UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA 
FACULTAD DE POSGRADOS 
GERENCIA AMBIENTAL 






1.1. RESUMEN ABSTRACT  
1.2. INTRODUCCIÓN 
2. OBJETIVO GENERAL 
2.1. OBJETIVOS ESPECÍFICO 
3. MARCOS REFERENCIALES 
3.1. MARCO TEÓRICO 
3.2. MARCO LEGAL 
3.3. MARCO CONCEPTUAL 
4. METODOLOGÍA  











ANÁLISIS DE COMPETENCIAS DE LA GOBERNACIÓN DE 
CUNDINAMARCA, FRENTE AL TRANSPORTE POR CARRETERA DEL 


















































Si bien es cierto que el transporte de carga está regulado legalmente para su 
circulación, tal como lo reza la ley 105 de 1993 donde se dictan disposiciones 
básicas sobre el transporte; cuando su artículo 3° consagra los “PRINCIPIOS 
DEL TRANSPORTE PÚBLICO”, semana que el mismo es una industria 
encaminada a garantizar la movilización de personas o cosas por medio de 
vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en 
condiciones de libertad de acceso, calidad y seguridad de los usuarios sujeto a 
una contraprestación económica y se regirá por los siguientes principios. Al 
referirse a la “LIBERTAD DE EMPRESA”, prevé que “El transporte de carga se 
lleve a cabo bajo condiciones de seguridad y eficiencia. Igualmente no existirán 
restricciones para rutas y frecuencias, estas serán determinadas por el 
mercado. El Gobierno Nacional podrá establecer condiciones técnicas y de 
seguridad para la prestación del servicio y su control será responsabilidad de 
las autoridades de tránsito”. 
El transporte en Colombia se ha desarrollado en función de las necesidades 
que la población y el aparato productivo colombiano le han planteado en 
materia de movilización, ya que este es uno de los aspectos claves en el 
desarrollo de las naciones, puesto que en la medida en que personas y 
mercancías se puedan movilizar libremente y en optimas condiciones por su 
territorio, así mismo se promueve el desarrollo económico y el mejoramiento de 
la calidad de vida de los colombianos. 
En el municipio de Ubalá, Cundinamarca se viene adelanta una explotación de 
material de hierro cuyo total es inferior a dos millones de toneladas año; cuyas 
características de explotación corresponden al sistema de cielo abierto, 
mediante el método de terrazas horizontales. Lo estériles se disponen en el 
área de botaderos que corresponden a terrenos con características de baja 
pendiente. En cuanto a la secuencia de explotación, el proyecto minero 
comienza en la parte más alta sobre el rumbo, de modo que al avanzar los 
cortes de arranque, configuran niveles de explotación hasta llegar a la etapa 
final.  
El horario de operación del proyecto de esta mina, se planteó dentro de su 
estudio denominado Plan de Manejo Ambiental, durante las 24 horas del día y 
los 365 días del año, en donde el horario para el flujo vehicular estará sujeto al 
código nacional de tránsito. 
 
Comentario [J1]: adelantando 
Comentario [J2]: palabra repetida esta 
dos renglones arriba y tres y cinco 
renglones abajo 
2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA  
 
Tal como lo dispone la legislación ambiental, los proyectos mineros que requieran 
presentarán ante la autoridad ambiental competente un estudio denominado 
Estudio de Impacto Ambiental, el cual será el instrumento básico para la toma de 
decisiones sobre los proyectos, obras o actividades. Dentro de éste se encuentra 
unas fichas el cual describe por parte de la empresa Acerías Paz del Río, el 
horario con el cual operará dicha explotación minera. 
Dentro del acto administrativo que aproó dicho proyecto, vemos que en su parte 
motiva hacen referencia al horario para realizar la actividad, que es la misma que 
está dentro del E.I.A, mas en su parte resolutiva no quedó establecido nada 
relacionado a éste. 
  
2.1 Pregunta Problema 
 
Es competencia de la Gobernación de Cundinamarca el regular o restringir el 
horario para la  circulación del parque automotor, para el transporte de material 











3. JUSTIFICACIÓN  
 
Comentario [J3]: no es muy claro el 
problema planteado no se explica que no 
les permiten circular en ciertos horarios etc 
 Para el caso que nos ocupa, la empresa Acerías Paz del Río, tiene otorgada una 
Licencia Ambiental por parte de la Corporación Autónoma Regional del Guavio, 
CORPOGUAVIO, para la explotación de material de hierro. Dentro del acto 
administrativo otorgado por la autoridad ambiental, en su parte resolutiva no 
contempla lo relacionado a el horario para desarrollar dicha actividad. 
 
Cabe anotar que dentro del estudio denominado Estudio de Impacto Ambiental, 
está descrito el horario para realizar la actividad, éste se menciona en la 
resolución de carácter permisiva en su parte motiva. 
 
Sin embargo y aunado a lo anterior, la Gobernación de Cundinamarca expidió un 
acto administrativo mediante el cual, impone unos horarios de circulación para el 
parque automotor que transporta dicho material. 
 
Dada la falta de claridad sobre la competencia sobre este punto determinado se 
hace necesario hacer un análisis, de las competencias dadas en el tema de 




























4.1 OBJETIVO GENERAL 
Determinar las competencias de la Gobernación de Cundinamarca en lo 
relacionado con la restricción de la circulación del parque automotor en el 
desarrollo de la actividad minera,  donde su acto administrativo que regula el 
horario de dicha actividad  se ha dado solo para una empresa en particular. 
 
 
        4.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 Definir las competencias para el caso que nos ocupa. 
 Realizar un diagnóstico de  la cantidad de material extraido por mes y año. 
 Verificar lo contemplado en el Estudio de Impacto Ambiental sobre los 
horarios de operación, carga y transporte. 
 Identificar el recorrido que hace el parque automotor, desde el sitio de la 
explotación, hasta el patio de acopio. 
 Identificar los impactos y la manera de mitigarlos. 
 Fijar las competencias, tanto de la autoridad ambiental, como de la 











Comentario [J5]: podría quedar como 
“Realizar un diagnostico del recorrido, 
cantidad de material transportado e 
impactos ambientales generados por el 
transporte de la mina al patio de acopio” 
 
 
Verificar lo contemplado en el estudio de 
impacto ambiental sobre las acciones de 
mitigación, horarios y su cumplimiento 
 
Fijar las competencias tanto de la 
autoridad ambiental como de la 
gobernación respecto al transporte de 
material desde la mina. 
 
Creo que podrían resumirse de esta 
manera los objetivos … es solo mi opinión 
tu decides cuales quedan mejor sin 
embargo el primero y el ultimo son casi lo 
mismo como esta escritos. 
 
 
Comentario [J6]: ambientales de la 
etapa de transporte 




Disposiciones de carácter general  
DISPOSICIÓN DE CARÁCTER GENERAL 
FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES 
Jurisprudencia: Corte Constitucional Sentencia C-066 de 1999. 
La naturaleza del transporte y los distintos fundamentos constitucionales de la 
regulación estatal en este campo. En términos muy esquemáticos, el transporte 
consiste en la movilización de personas o de cosas de un lugar a otro, por distintos 
medios o modos, como pueden ser el transporte aéreo, terrestre, fluvial, férreo, etc. 
Esa movilización puede ser directamente realizada por el interesado, o por el contrario 
éste puede recurrir a personas o entidades que están dedicadas a prestar esos 
servicios. A su vez, estas empresas especializadas pueden ofrecer ese servicio de 
manera puntual a un usuario específico, o por el contrario brindarlo en forma masiva a 
la colectividad, por medio de sistemas de transporte público. El transporte es entonces 
una actividad material que a veces realizan las propias personas, como ocurre cuando 
un individuo desplaza directamente sus pertenencias de un lugar a otro. Pero no es 
sólo eso: el transporte es también un servicio comercial prestado por ciertas entidades 
especializadas y adquiere el carácter de servicio público en el caso de los transportes 
masivos. Es pues posible diferenciar, como lo señala la doctrina y lo establecen los 
artículos 4º y ss de la Ley 336 de 1996, entre la actividad transportadora como tal, el 
servicio privado de transporte, que satisface las necesidades de movilización de 
personas y de cosas, pero dentro del marco de las actividades exclusivas de los 
particulares, y, finalmente, el servicio público del transporte.   
De otro lado, es claro que el transporte juega un papel muy importante en el desarrollo 
social y económico y en la realización de los derechos fundamentales. Así, la libertad 
de movimiento y circulación (CP art. 24, Convención Interamericana art. 22, Pacto de 
Derechos Civiles y Políticos art. 12) presupone la existencia de formas y modos de 
transporte, pues mal podrían las personas transitar libremente por el territorio 
nacional, si la sociedad no les ofrece los medios para hacerlo. En segundo término, la 
realización de las actividades económicas y el intercambio de mercancías sólo son 
posibles si existen medios idóneos de transporte, que permitan que los sujetos 
económicos y los distintos bienes puedan desplazarse de un lugar a otro. La 
profundización de la división social del trabajo y el desarrollo de una libre competencia 
presuponen entonces el perfeccionamiento de los medios de transporte. Finalmente, 
en la sociedad moderna, la actividad transportadora implica en general riesgos 
importantes, por cuanto los adelantos técnicos permiten que éstos se realicen a 
velocidades importantes, por lo cual resulta indispensable no sólo potenciar la eficacia 
de los modos de transporte sino garantizar su seguridad. 
Constitución Política Artículo 1º. Colombia es un Estado social de derecho 
organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 
entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto 
de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la 
integran y en la prevalencia del interés general. 
Constitución Política Artículo 2º. Son fines esenciales del Estado: servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, 
mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de 
un orden justo.Las autoridades de la República  están instituidas para proteger a 
todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y 
demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes 
sociales del Estado y de los particulares. 
Constitución Política Artículo 3º. La soberanía reside exclusivamente en el 
pueblo, del cual emana el poder público. El pueblo la ejerce en forma directa o por 
medio de sus representantes, en los términos que la Constitución establece.  
Constitución Política Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales 
ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de 
los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por 
razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política 
o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y 
efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El 
Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta 
y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.  
Constitución Política Artículo 24. Modificado Acto Legislativo 02 de 2003 
Artículo 2º. Todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley, tiene 
derecho a circular libremente por el territorio nacional, a entrar y salir de él, y a 
permanecer y residenciarse en Colombia. El Gobierno Nacional podrá establecer 
la obligación de llevar un informe de residencia de los habitantes del territorio 
nacional, de conformidad con la ley estatutaria que se expida para el efecto. 
Jurisprudencia: Corte Constitucional Sentencia C-885 de 2010 
El transporte en calles y carreteras, expresión contemporánea básica de la libertad 
de locomoción 
La jurisprudencia constitucional ha señalado que la libertad de locomoción, derecho 
reconocido a todo colombiano por el artículo 24 de la Carta Política, comprende por lo 
menos en su sentido más elemental,  la posibilidad de transitar o desplazarse de un lugar 
a otro dentro del territorio del propio país, especialmente si se trata de las vías y los 
espacios públicos1. Es un derecho constitucional que como el derecho a la vida, tiene una 
especial importancia significativa, en tanto que es un presupuesto para el ejercicio de 
otros derechos y garantías, como por ejemplo, el derecho a la educación, al trabajo o a la 
salud22.  
En tal sentido, la jurisprudencia constitucional ha señalado que en virtud de la naturaleza 
de la libertad de locomoción, la sola circunstancia del cierre de una vía implica afectar o 
limitar el derecho a circular libremente, salvo que exista una justificación legal y 
constitucionalmente razonable para ello3.También ha considerado que las limitaciones a 
esta libertad pueden ser indirectas, es decir, pueden provenir de las consecuencias que 
genera la actividad que realiza una persona. Así, en la sentencia T-066 de 19954, se 
resolvió confirmar los fallos proferidos por los jueces de instancia, en los que se había 
decidido que la Delegación Departamental de la Registraduría Nacional Del Estado Civil 
para Norte de Santander y Especial de Cúcuta, violaba la libertad de locomoción de los 
vecinos del sector en el que se encontraba ubicada al no tomar las medidas necesarias 
para evitar el malestar que generaba su presencia; un flujo permanente de personas, 
vehículos, vendedores ambulantes  y plastificadores de cédulas, que generaba 
                                                          
1  Así se consideró en la sentencia T-518 de 1992 (MP Alejandro Martínez Caballero), posteriormente se reiteró esta posición en la 
sentencia C-741 de 1999 (MP Fabio Morón Díaz; AV Alfredo Beltrán Sierra, José Gregorio Hernández Galindo y Fabio Morón Díaz) en los 
siguientes términos: ―La libertad de locomoción, ha dicho la Corte, es un derecho fundamental en cuanto afecta la libertad del 
individuo, cuyo sentido más elemental, ‗...radica  en la posibilidad de transitar o desplazarse de un lugar a otro  dentro del territorio del 
propio país, especialmente si se trata de las vías y espacios públicos‘ (…).‖ 
2
 En la sentencia T-150 de 1995 (MP Alejandro Martínez Caballero), por ejemplo, la Sala de Revisión consideró que: ―el legítimo 
ejercicio del derecho a la circulación se constituye en un presupuesto para el ejercicio de otros derechos constitucionales, cuyo 
desarrollo supone el reconocimiento a un derecho de movimiento que garantiza la independencia física del individuo.‖ 
3
 Esta decisión se adoptó en la sentencia T-550 de 1992 (MP José Gregorio Hernández Galindo); en el caso la Sala de Revisión resolvió 
conceder la tutela, ordenando al Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) que, en un término razonable de máximo 30 días, 
solicitara, tramitara y obtuviera permiso especial de la autoridad distrital competente para continuar aplicando la medida de cierre de 
las calles 18 y 19 entre carreras 28 y 27 de Santafé de Bogotá, aledañas a las instalaciones en las cuales funciona dicho Departamento. 
Con relación a los límites de esta libertad la Corte  ha considerado lo siguiente: ―La Constitución faculta al legislador para establecer 
limitaciones a la libertad de locomoción. Estas pueden ser necesarias cuando el orden público se encuentre gravemente alterado. 
Igualmente pueden justificarse, entre otras, por razones de planeación rural o urbana, por motivos culturales o para proteger zonas de  
reserva natural. La misma Constitución prevé un tratamiento especial para el Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa  Catalina 
(art. 310). De la Constitución también se derivan obvias restricciones a esa libertad en la propiedad privada (art. 58), y en los resguardos 
indígenas (arts. 319 y  330), ya que estas normas establecen que la propiedad de los resguardos es colectiva y no enajenable y facultan 
a los Consejos Indígenas para velar por la aplicación de las normas legales sobre usos del suelo y poblamiento de sus territorios. Y en las 
zonas de reserva natural, como se deduce de la norma constitucional que protege el derecho al ambiente sano (art. 79), con la 
preservación de las áreas de especial importancia ecológica‖ Corte Constitucional, sentencia T-257 de 1993 (MP Alejandro Martínez 
Caballero). 
4
 Corte Constitucional, sentencia T-066 de 1995 (MP Hernando Herrera Vergara). 
incomodidades tales como la dificultad en el ingreso a los hogares de las personas que 
residían en el vecindario5.     
En el contexto urbano, el servicio de transporte público es un medio indispensable para 
poder ejercer la libertad de locomoción6. Así se consideró en la sentencia T-518 de 1992 
(MP Alejandro Martínez Caballero), posteriormente se reiteró esta posición en la 
sentencia C-741 de 1999 (MP Fabio Morón Díaz; AV Alfredo Beltrán Sierra, José Gregorio 
Hernández Galindo y Fabio Morón Díaz) en los siguientes términos: ―La libertad de 
locomoción, ha dicho la Corte, es un derecho fundamental en cuanto afecta la libertad del 
individuo, cuyo sentido más elemental, ‗...radica  en la posibilidad de transitar o 
desplazarse de un lugar a otro  dentro del territorio del propio país, especialmente si se 
trata de las vías y espacios públicos‘ (…).‖ . En la sentencia T-150 de 1995 (MP Alejandro 
Martínez Caballero), por ejemplo, la Sala de Revisión consideró que: ―el legítimo 
ejercicio del derecho a la circulación se constituye en un presupuesto para el ejercicio de 
otros derechos constitucionales, cuyo desarrollo supone el reconocimiento a un derecho 
de movimiento que garantiza la independencia física del individuo.‖ . Esta decisión se 
adoptó en la sentencia T-550 de 1992 (MP José Gregorio Hernández Galindo); en el caso 
la Sala de Revisión resolvió conceder la tutela, ordenando al Departamento Administrativo 
de Seguridad (DAS) que, en un término razonable de máximo 30 días, solicitara, tramitara 
y obtuviera permiso especial de la autoridad distrital competente para continuar aplicando 
la medida de cierre de las calles 18 y 19 entre carreras 28 y 27 de Santafé de Bogotá, 
aledañas a las instalaciones en las cuales funciona dicho Departamento. Con relación a 
los límites de esta libertad la Corte  ha considerado lo siguiente: ―La Constitución faculta 
al legislador para establecer limitaciones a la libertad de locomoción. Estas pueden ser 
necesarias cuando el orden público se encuentre gravemente alterado. Igualmente 
pueden justificarse, entre otras, por razones de planeación rural o urbana, por motivos 
culturales o para proteger zonas de reserva natural. La misma Constitución prevé un 
tratamiento especial para el Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa  Catalina 
(art. 310). De la Constitución también se derivan obvias restricciones a esa libertad en la 
propiedad privada (art. 58), y en los resguardos indígenas (arts. 319 y  330), ya que estas 
normas establecen que la propiedad de los resguardos es colectiva y no enajenable y 
facultan a los Consejos Indígenas para velar por la aplicación de las normas legales sobre 
usos del suelo y poblamiento de sus territorios. Y en las zonas de reserva natural, como 
se deduce de la norma constitucional que protege el derecho al ambiente sano (art. 79), 
con la preservación de las áreas de especial importancia ecológica‖  Corte Constitucional, 
sentencia T-257 de 1993 (MP Alejandro Martínez Caballero). Corte Constitucional, 
sentencia T-066 de 1995 (MP Hernando Herrera Vergara)9. La Sala Civil del Tribunal 
Superior de Cúcuta, quien conoció del caso en primera instancia, resolvió ordenar al 
                                                          
5
 La Sala Civil del Tribunal Superior de Cúcuta, quien conoció del caso en primera instancia, resolvió ordenar al señor Registrador 
Nacional del Estado Civil y a sus delegados en la Registraduría Nacional en Norte de Santander, que en el término de 15 días adoptaran 
las medidas necesarias para garantizar los derechos fundamentales tutelados, bien fuera mediante la vigilancia prestada por la Policía 
Nacional o por una Compañía de Vigilancia Privada. La Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia confirmó el fallo en segunda instancia. 
6 Desde el momento de la introducción de los vehículos de transporte terrestre, la preocupación por las condiciones de seguridad que 
puedan evitar los graves riesgos a los que éstos exponen a las personas, ha sido un tema de debate público. La muerte del famoso 
arquitecto catalán Antoni Gaudí, por causa de un ‗tranvía‘, en 1926, es uno de eso acontecimientos emblemáticos que llamaron la 
atención de las personas acerca de esos nuevos riesgos introducidos a las ciudades. 
señor Registrador Nacional del Estado Civil y a sus delegados en la Registraduría 
Nacional en Norte de Santander, que en el término de 15 días adoptaran las medidas 
necesarias para garantizar los derechos fundamentales tutelados, bien fuera mediante la 
vigilancia prestada por la Policía Nacional o por una Compañía de Vigilancia Privada. La 
Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia confirmó el fallo en segunda instancia9. El 
transporte en calles y carreteras mediante los diferentes vehículos que permiten el tránsito 
terrestre son una de las formas conducentes para asegurar el goce efectivo de la libertad 
de locomoción. Pero se trata de formas de transporte que también generan riesgos para 
la vida y la integridad de las personas, que demandan un control del Estado. El poder de 
regulación del transporte no sólo busca asegurar que en efecto las personas puedan 
desplazarse, busca también que éste se dé en condiciones de seguridad, sin tener que 
exponer la vida y la integridad personal a riesgos más allá de lo razonable. Es decir, usar 
vehículos terrestres para el desplazamiento humano, supone generar o asumir riesgos 
significativos, incluso de muerte. El Estado, al asegurar las condiciones de seguridad y 
remover los obstáculos que impidan minimizar la probabilidad de que dichos riegos 
tengan lugar, protege los derechos cardinales a la vida y a la integridad personal, 
presupuestos de toda libertad.     
En resumen, (i) la libertad de locomoción tiene una importancia central, por cuanto es una 
condición para el goce efectivo de otros derechos fundamentales; (ii) es una libertad que 
se afecta no sólo cuando irrazonablemente por acciones positivas directamente se 
obstruye la circulación de los ciudadanos, sino también cuando se genera ese efecto 
indirectamente o por omisión en la remoción de barreras o en la creación de una 
infraestructura adecuada para la circulación; (iii) el transporte en las ciudades es 
fundamental para el ejercicio de la libertad de locomoción, y de los demás derechos 
constitucionales que dependen de la posibilidad de movilizarse, en especial para aquellos 
sectores marginados de la población urbana que carecen de otra alternativa de transporte 
diferente a los servicios públicos;  (iv) el poder de regulación del transporte no sólo 
pretende asegurar la posibilidad de desplazarse, sino el hacerlo en condiciones de 
seguridad, sin riesgos para la vida y la integridad personal más allá de lo razonable. 
Constitución Política Artículo 82. Es deber del Estado velar por la protección de 
la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual 
prevalece sobre el interés particular. Las entidades públicas participarán en la 
plusvalía que genere su acción urbanística y regularán la utilización del suelo y del 
espacio aéreo urbano en defensa del interés común. 
Constitución Política Artículo 84. Cuando un derecho o una actividad hayan 
sido reglamentados de manera general,  las autoridades públicas no podrán 
establecer ni exigir permisos, licencias o requisitos adicionales para su ejercicio. 
Constitución Política Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes.  Por 
medio de ellas ejerce las siguientes funciones: 
(…) 
2. Expedir códigos en todos los ramos de la legislación y reformar sus 
disposiciones. 
 
Constitución Política Artículo 189. Corresponde al Presidente de la República 
como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa: 
(…) 
9. Sancionar las leyes. 
10. Promulgar las leyes, obedecerlas y velar por su estricto cumplimiento. 
11. Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, 
resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes. 
(…) 
22. Ejercer la inspección y vigilancia de la prestación de los servicios públicos…). 
 
Constitución Política Artículo 300. Modificado Acto Legislativo 01 de 1996 
Artículo 2º. Corresponde a las asambleas departamentales, por medio de 
ordenanzas: 
(…) 
2. Expedir las disposiciones relacionadas con la planeación, el desarrollo 
económico y social, el apoyo financiero y crediticio a los municipios, el turismo, el 
transporte, el ambiente, las obras públicas, las vías de comunicación y el 
desarrollo de sus zonas de frontera… 
Constitución Política Artículo 333. La actividad económica y la iniciativa privada 
son libres, dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá 
exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de la ley. La libre 
competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades. 
La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica 
obligaciones. El Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el 
desarrollo empresarial. El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya 
o se restrinja la libertad económica y evitará o controlará cualquier abuso que 
personas o empresas hagan de su posición dominante en el mercado nacional. 
La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés 
social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación. 
Constitución Política Artículo 334.  La dirección general de la economía estará a 
cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación  de los 
recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y 
consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la 
economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los 
habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del 
desarrollo y la preservación de un ambiente sano. 
El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos 
humanos y asegurar que todas las personas, en particular las de menores 
ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios básicos. También para 
promover la productividad y competitividad y el desarrollo armónico de las 
regiones. 
Constitución Política Artículo 365. Los servicios públicos son inherentes a la 
finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a 
todos los habitantes del territorio nacional. 
 
Constitución Política Artículo 366. El bienestar general y el mejoramiento de la 
calidad de vida de la población son finalidades sociales del Estado. Será objetivo 
fundamental de su actividad la solución de las necesidades insatisfechas de salud, 
de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable. Para tales efectos, en 
los planes y presupuestos de la Nación y de las entidades territoriales, el gasto 
público social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación. 
 
Por otra parte el estado ha implementado diferentes conceptos sobre la estructura 
empresarial del transporte a través de las diferentes leyes y reglamentaciones que 
ha expedido como se puede observar a continuación: 
 
 1959: Ley 15 por la cual se da mandato al estado para intervenir en la 
industria del transporte, se decreta el auxilio patronal de transporte, se crea 
el fondo de transporte urbano y se dictan otras disposiciones. 
Con esta ley se inicia la intervención del estado en el transporte para 
determinar las políticas económicas que se deben seguir en esta actividad. 
 1968: Creacion del Instituto Nacional del Transporte –INTRA-. Con el 
propósito de hacer efectiva la intervención del estado en lka fijación de 
políticas y desarrollo del transporte. 
 1970: Decreto Ley 1393 – Estatuto Nacional de Transporte-. Buscaba el 
fortalecimiento del sector empresarial al establecer diferentes categorías(A, 
B y C); a cada una de ellas correspondía una duración de la licencia de 
operación, permitía llegar secuencialmente a la mayor de ellas. 
 1987: Decreto Ley 80, -Por el cual se asignan unas funciones a los 
municipios, en relación con el transporte urbano, es esta la forma de dar 
inicio a la descentralización de funciones-. 
 1988: Ley 21 –Por la cual se adopta el programa de recuperación del 
servicio público de transporte ferroviario nacional y se dictan otras 
disposiciones-. Se esrablecen los requisitos para el desarrollo del transporte 
ferreo.. 
 1989: Ley 86 –Por la cual se dictan normas sobre sistemas de Servicio 
Publico urbano de transporrte masivo de pasajeros y se proveen recursos 
para su financiambiento-. Es la denominada primera ley de metros, fija las 
condiciones para que la nación pueda ser participante en la financiación de 
estos sistemas. 
 1992: Decreto 2171 –Por el cual se reestructura el ministerio de obras 
publicas y transporte como ministerio de transporte-. Es el inicio del nuevo 
ministerio de transporte, en el se cambia de dirección, pasando la función 
de ejecutor de infraestructura vial a otras entidades y asumiendo la de 
generador de políticas. 
 1993: Ley 105 –Por la cual se dictan disposiciones sobre el transporte, se 
distribuyen competencias y recursos entre la nación y las entidades 
territoriales, se reglamenta el sector transporte y se dictan otras 
disposiciones-. Establece los principios fundamentales constitucionales, 
indica los principios del transporte público. 
 1996: Ley 336 –Por la cual se adopta el estatuto nacional de transporte-. 
Unifica los principios y los criterios que servirán de fundamento para la 
regulación y reglamentación del transporte público aéreo, marítimo, fluvial, 
férreo, masivo, terrestre y su operación en el territorio nacional, de 
conformidad con la ley 105 de 1993, y con las normas que la modifiquen o 
sustituyan. 
 2001: Resolución 7811 –Establece libertad de horarios en carretera-. 
 2002: Ley 769 –Por el cual se expide el código nacional de tránsito terrestre 
y se dictan otras disposiciones. 
 2004: Ley 903 –Por el cual se hacen unas modificaciones a la Ley 769 de 
2002. 
 2010. Decreto 2820-Por el se reglamenta el titulo VII de la ley 99 de 1993, 
sobre licencias ambientales. 
 
El desarrollo normativo descrito anteriormente ha genrado un esquema de 
transporte en el cual el servicio se presta bajo una estructura empresarial, 
sujeta a la habilitación que el estado otorga para operar, a aquellas empresas 
interesadas en la prestación del servivio, donde los principios de 
autorregulación, calidad y seguridad debe ser el eje fundamental para un 
servicio eficiente y competitivo. 
La propiedad de los equipos es netamente individual, lo que delimita 
claramente el esquema de vinculación empresa propietario para el desarrollo 
de la actividad. 
Para facilitar la comprensión transcribiré algunas definiciones: 
TRANSITO: Es la movilización de personas, animales o vehículos por una via 
pública o privada abierta al público. 
TRANSPORTE: Es el traslado de personas, animales o cosas de un punto a 
otro a través de un medio físico. 
VEHICULO: Todo aparato montado sobre ruedas permite el transporte de 
personas, animales o cosas de un punto a otro por vía terrestre pública o 
privada abierta al público. 
VEHICULO DE SERVIVIO PARTICULAR: Vehículo automotor destinado a 
satisfacer las necesidades privadas de movilización de personas, animales o 
cosas. 
PRINCIPIOS BASICOS: Para el desarrollo de la política de transporte, debe 
entenderse que el servicio se prestara bajo los siguientes principios: 
 
 
LIBRE DESARROLLO EMPRESARIAL: siendo la operación del transporte 
público en Colombia, un servicio público bajo la regulación del estado, 
encomendado a los particulares, se regirá bajo los principios básicos del 
artículo 333 de la constitución política y la iniciativa privada bajo los parámetros 
legales que eviten la competencia desleal y el abuso que personas o empresas 
hagan de su posición dominante en el mercado. 
 COMPETITIVIDAD: El transporte se constituye en parte integrante de la 
cadena se servicios logísticos y por lo tanto todas sus estrategias van ligadas a 
lograr la competitividad del aparato productivo nacional mediante la prestación 
de un servicio eficiente, seguro, oportuno y aun buen precio, de tal manera que 
satisfágalas necesidades del usuario ya sea del servicio propiamente dicho de 
transporte o del producto final al alcance del consumidor final. 
 
ACCESIBILIDAD EL SERVICIO: El transporte es un servicio que se debe 
prestar para satisfacer la necesidad de movilización de personas y de 
mercancías a través de medios adecuados y en condiciones tales que se 
mantenga la integridad de las personas y las características de los productos. 
 
El estado diseñara políticas dirigidas a fomentar el uso de los medios de 
transporte de la racionalización de los equipos apropiados al igual que el 
diseño de la infraestructura, teniendo en cuenta demás su uso por los 
discapacitados físicos, sensoriales y psíquicos. Los usuarios deberán se 
informados sobres los medios o modos que les son ofrecidos, de tal manera 
que se trasladen de un ligar a otro de manera oportuna y confiable. 
 
SEGURIDAD: El servicio público de transporte debe prestarse en condiciones 
que garanticen la conducción de las personas sanas y salvas al lugar de 
destino o el transporte de cosas conduciéndolas y entregándolas en el estado 
que se reciben que se presumen en buen estado. Igualmente en la prestación 
el servicio debe garantizar la integridad de la infraestrutura y de las personas 
contra los riesgos inherentes a la actividad transportadora 
En este sentido, los integrantes de la cadena deben asumir responsabilidades 
claras en la prestación del servicio de tal manera que durante una operación 
garanticen la protección del medio ambiente y la integridad de la población 
colombiana. 
 
MENTALIDAD EMPRESARIAL: La empresa de transporte es una unidad 
empresarial en capacidad de combinar los recursos humanos, físicos, 
financieros y de información indispensables para la prestación del servicio con 
altos niveles de calidad y eficiencia. 
Los integrantes de la cadena de servicios logísticos son empresas que unen 
sus esfuerzos y recursos (humanos, técnicos y financieros) con el fin de 
atender una demanda de productos o servicios ya sea a nivel nacional o 
internacional. Por tal motivo, todos deben asumir un rol empresarial y ejercer 
un papel de socios comerciales que establecen planes estratégicos para 
atender un mercado de tal manera que obtengan utilidades de la actividad que 
están ejerciendo. 
 
INTERVENCION DEL ESTADO: En un mercado globalizado, la tendencia 
debe orientarse a la autorregulación del sector con menos intervención por 
parte del estado, buscando dar respuesta a la necesidad de contar con un 
transporte más competitivo y seguro que responda a las realidades de la 
población y en general del sector productivo y que satisfaga los requerimientos 
de desplazamiento de la población colombiana en condiciones de 
accesibilidad, calidad, comodidad y seguridad. No obstante, el estado siempre 
mantiene su facultad de intervención como medida de salvaguarda en 
beneficio del interés general sobre el particular. 
 
MOVILIDAD: conjunto de desplazamiento de personas en el territorio. Se 
entiende por movilidad cotidiana lo que es generada por motivos laborales, de 
estudio, de consumo y de acceso a servicios, en contraposición a la motivada 
por el desplazamiento libre de la población. 
Parecería que la justificación del concepto de movilidad queda atrapada al 
ámbito de una población o cuidad, pero la movilidad adquiere un concepto más 
complejo, puesto que está vinculado a una serie de parámetros asociados 
como personas y/o mercancías (productos, materiales, etc.), que se desplazan. 
Por lo anteriormente descrito, la movilidad en su aspecto más general, 
significara la facilidad con la que las personas realizan desplazamientos para 


















5.2 ASPECTOS REGLAMENTARIOS 
 
El transporte público es una industria encaminada a garantizar la movilización de 
personas o cosas por medio de vehículos apropiados a cada una de las 
infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de acceso, calidad y 
seguridad de los usuarios sujeto a una contraprestación económica. 
El servicio privado de transporte es aquel que tiende a satisfacer necesidades de 
movilización de personas o cosas, dentro del ámbito de las actividades exclusivas 
de las personas naturales y/o jurídicas. En tal caso sus equipos propios deberán 











La presente monografía corresponde a una investigación descriptiva y 
evaluativa que va a permitir realizar un análisis sobre la situación actual de 
competencias frente al tema de restricción de movilidad de transporte de carga, 
acogiéndome a lo establecido en las normas que regulan el tema.  
Razón por la cual utilizare las siguientes fuentes:  
- Ley 336 de 1996 
- Ley 105 de 1997 
- Ley 769 de 2002 
- Demás normas concordantes 
- Ley 99 de 1993 















Comentario [J7]: acogiéndose …. 













Para el desarrollo del proyecto se llevara a cabo el siguiente cronograma. 













                              
Estudio de 
competencias 



















8. PROSUPUESTO  
 
En la siguiente tabla se muestran los costos estimados para el desarrollo del 
proyecto: 





Compitadores e internet 250.000     
Transporte 500.000    
Papelería y fotocopias     
Asesoría (director del 
proyecto) 
2’000.000    
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